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DIVISIÓN DE ASESORIA Y GESTION JURÍDICA

Al  contestar refiérase

al oficio No. 02473

12 de marzo de 2007

DAGJ-0255-2007

Señor

Enrique Víquez Fonseca

Decano 

COLEGIO UNIVERSITARIO DE CARTAGO

Presente

Estimado señor:

Asunto: Solicitud de criterio de este órgano contralor sobre la procedencia del pago de dietas a un director.
Damos respuesta a su oficio número DEC-615-06, remitido a la Contraloría General de la República el 28 de noviembre de 2006, por medio del cual solicita el criterio de este órgano contralor con respecto a la procedencia del pago de dietas al señor Rodolfo Calderón Acuña, quien fue nombrado como representante del Poder Ejecutivo en el Consejo Directivo del Colegio Universitario de Cartago (CUC), a partir del 1 de julio de 2006, por un periodo de 3 años. 

I. Antecedentes.
1. Que en el mes de mayo del 2006, de conformidad con la Ley de Creación de los Colegios Universitarios Nº 6541, los artículos 9 y 11 del Decreto Ejecutivo Nº 30431-MEP y los pronunciamientos C-366-2004 y C-104-2006 de la Procuraduría General de la República, el señor Decano del Colegio Universitario de Cartago (CUC), informa a los miembros del Consejo Directivo del CUC, periodo 2003-2006, que procederá a solicitar ante los diferentes órganos e instancias sus reemplazos para el periodo 2006-2009.  

2. Que la señora Elbe Mata González considerando que existió una lesión a sus derechos interpone sendos recursos de amparo ante la Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia, que paulatinamente fueron declarados sin lugar, a pesar de ello con las acciones legales incoadas la señora Mata González consiguió extender su periodo de vigencia como Directora hasta el 20 de setiembre del año 2006.

3. Que entretanto se dictaban las resoluciones de los diferentes recursos interpuestos por la señora Mata González, el Poder Ejecutivo nombró su representante ante el Consejo Directivo del CUC para el periodo 2006-2009 al señor Rodolfo Calderón Acuña.     

4. Que al declararse sin lugar, por parte de nuestra Sala Constitucional, uno de los tantos recursos interpuestos por la señora Mata González, el señor Calderón Acuña toma posesión por determinación propia, de su puesto en el Consejo Directivo del CUC. De manera tal, que asiste a las sesiones del Consejo Directivo de los días: 24, 25 y 28 de agosto de 2006. No obstante, la señora Mata González interpone un nuevo recurso de amparo y la Sala le ordena al señor Decano del CUC que no ejecute acto alguno que tienda a relevar a la amparada como miembro del Consejo Directivo de dicha institución, en su condición de Representante del Poder Ejecutivo, hasta tanto la Sala no se pronuncie en sentencia sobre el recurso o disponga lo contrario. Por lo tanto, el señor Calderón Acuña dejó de asistir a las sesiones del Consejo Directivo del CUC y la señora Mata González regresa para las sesiones dobles del día 30 de agosto y de los días 6,7,8 y 13 de setiembre.

5. Que como resultado de lo visto hasta el momento, en el mes de setiembre del 2006, la señora Mata González asiste a ocho sesiones del Consejo Directivo del CUC.    

6. Que el 20 de setiembre del 2006, el señor Calderón Acuña certifica el voto declarado sin lugar por la Sala Constitucional que le da fin al amparo interpuesto por la señora Mata González y se comunica con ésta para comunicarle lo sucedido. Posteriormente, el señor Calderón Acuña se presenta a las sesiones extraordinarias del Consejo Directivo del CUC, inclusive participando activamente en las mismas.  

7. Que el mismo 20 de setiembre del 2006, el señor Calderón Acuña dirige una nota al señor Decano del CUC, solicitando: “girar las instrucciones que correspondan con el propósito de que se me gire el pago de las dietas correspondientes a las sesiones del día de hoy, en forma oportuna y de acuerdo con lo que actualmente se acostumbra en estos casos”.

8. Que el Consejo Directivo del CUC se reunió en el mes de setiembre en 8 sesiones ordinarias, siendo este el máximo de sesiones remuneradas que permite la Ley sobre el Pago de Dietas a Directores de Instituciones Autónomas Nº 3065 y el Reglamento de Sesiones Internas del Colegio Universitario de Cartago.

II. Criterio del despacho.
En primera instancia, resulta prudente señalar que de conformidad con lo dispuesto en el artículo 29 de nuestra Ley Orgánica y en la Circular CO-529 publicada en La Gaceta 107 del 5 de junio de 2000, únicamente se atenderán las consultas que versen sobre materias propias de las competencias constitucionales y legales otorgadas a este órgano contralor y siempre que no se trate de situaciones concretas que debe resolver la institución solicitante. De tal manera, que las disposiciones y consideraciones que mediante el presente oficio se emiten, se plantean desde una perspectiva general, a efectos de que el consultante pueda valorar las circunstancias específicas de su situación particular, a la luz de los lineamientos que, en términos generales, se brindan. 

Vista la aseveración anteriormente expuesta, procedemos a realizar una serie de consideraciones en relación a las interrogantes expuestas por el gestionante en su misiva, en relación con la procedencia del pago de dietas al señor Rodolfo Calderón Acuña, quien fue nombrado como representante del Poder Ejecutivo en el Consejo Directivo del Colegio Universitario de Cartago (CUC), a partir del 1 de julio de 2006, por un periodo de 3 años.
II.i.
Sobre el límite existente para el pago de dietas a los miembros de Juntas Directivas por su participación en las sesiones.

En primera instancia, es menester remitirse a lo establecido por la Ley sobre el Pago de Dietas a los Directivos de las Instituciones Autónomas, Ley No. 3065, que en lo que interesa para el caso de marras, en su numeral 3, a la letra señala:

“Artículo 3. — Las juntas directivas de las instituciones autónomas no podrán celebrar más de ocho sesiones remuneradas por mes, entre ordinarias y extraordinarias, cuando estas últimas sean absolutamente necesarias.”


Así, vemos como el numeral de citas es enfático y preciso en proscribir la posibilidad de que la junta directiva, entendida como un órgano superior en su conjunto, pueda celebrar más de ocho sesiones remuneradas por mes, entre ordinarias y extraordinarias, sin entrar la norma a considerar alguna excepción al respecto; o a individualizar sobre la situación de aquellos miembros de dicho órgano que por una u otra razón no asistan a las mencionadas sesiones.


Vemos que, el espíritu del legislador en cuanto a la prohibición que consta en el mencionado artículo, se dirige a imposibilitar que las juntas directivas de instituciones autónomas, entendiendo a dichos órganos como un todo, puedan celebrar más de ocho sesiones remuneradas en un mismo mes. No obstante, nada obstaculiza a que una junta directiva, cuando así lo determine necesario, realice más de ocho sesiones, entre ordinarias y extraordinarias, en un mismo mes, en cuyo caso las sesiones que se realicen posteriormente a la octava sesión dentro del mismo mes, se efectuarían “ad honorem” por parte de los miembros de la junta directiva.  


De ese modo, la voluntad legislativa plasmada en la literalidad de la norma, en cuanto a establecer una limitación con respecto a la cantidad de dietas que se deban percibir al mes por sesión realizada, es suficientemente clara y contundente y no admite apelaciones en torno al tema, cubriendo cualquier eventual vacío legal que conduzca a la utilización de las técnicas de interpretación normativa para dilucidar lo que corresponda. Interpretación que en todo caso correspondería a la Procuraduría General de la República como órgano consultivo que brinda asesoría técnico jurídica y orienta la actividad administrativa del Estado y los demás organismos públicos, garantizando el apego al ordenamiento jurídico vigente.       


Por lo tanto, y trayendo a colación el aforismo jurídico “de que no debemos distinguir donde la ley no distingue” que limita al operador jurídico, lo que sí procede es su plena aplicación al caso concreto, tal y como prescribe el principio de legalidad.   


Prosiguiendo con la exposición de marras, además de la norma analizada supra, existe la regulación que contiene el Reglamento de Sesiones del Consejo Directivo del Colegio Universitario de Cartago, que en su artículo 45 establece:

“Artículo 45. — Asignación de dietas. Todo miembro del Consejo Directivo tendrá derecho a devengar dietas por el monto que la ley estipula por el simple hecho de asistir a las sesiones. El número de dietas mensuales a las que se tiene derecho no podrá ser mayor de ocho.


Cabe apuntar que aunque a diferencia de lo que establece la Ley sobre Pago de Dietas de las Instituciones Autónomas, Ley No. 3065, en relación con que no realiza una individualización con respecto a cada miembro del Consejo sino que establece un límite general con respecto al número sesiones remuneradas que puede celebrar el Consejo en sí, el Reglamento de Sesiones del CUC, se refiere al derecho que le corresponde a “todo miembro del Consejo Directivo”, sin embargo, a su vez confirma la existencia de un límite en cuanto al número de dietas que los miembros del Consejo Directivo del CUC, pueden percibir.   


Ahora bien, conviene concordar ambas normas que se refieren a la asignación de dietas para los miembros del Consejo Directivo del CUC, con motivo de su participación en las sesiones. Por un lado, lo que estipula el numeral 3 de la Ley No. 3065, previamente analizado, en correspondencia con la perspectiva del Reglamento de Sesiones del Consejo Directivo del Colegio Universitario del Colegio Universitario de Cartago, en especial su numeral 45.  


En primer término, es oportuno recordar que todo reglamento administrativo, definido como una declaración unilateral efectuada en ejercicio de la función administrativa que produce efectos jurídicos generales en forma directa, cuenta como dos de sus características principales, las que se citan: a) su naturaleza secundaria, porque se ubican en un rango inferior a la Constitución y a las leyes y b) su naturaleza accesoria, pues su existencia depende de otro instrumento jurídico, que concretamente sería la ley; entre muchas otras.


Asimismo, siendo que la ley tiene una materia reservada que sólo ella puede regular; el reglamento no puede ir más allá de lo que la ley establece. Así, de cara a la situación particular que se presenta, queda evidenciado que se debe interpretar que existe una prohibición expresamente establecida dentro de nuestro ordenamiento jurídico que alcanza a todas juntas directivas de las instituciones autónomas y las imposibilita a celebrar más de ocho sesiones remuneradas, entre ordinarias y extraordinarias, dentro de un mismo mes.

II.i.i.
Sobre la convocatoria y asistencia a sesiones extraordinarias de Junta Directiva.


Como aspecto de segundo orden, en lo concerniente a la convocatoria y asistencia a las sesiones extaordinarias de Junta Directiva, resulta acertado citar el dictamen C-247-2001, de la Procuraduría General de la República, refiriéndose a la naturaleza de las sesiones extraordinarias y en particular a su especificidad, expresó lo que prosigue:    

"(…) De lo anterior podemos extraer algunas reglas elementales en el funcionamiento de los órganos colegiados. La primera, que las sesiones ordinarias deben tener un carácter permanente, de regularidad o normalidad, consecuentemente, su celebración no podría ser de naturaleza excepcional u ocasional. La segunda, que las sesiones ordinarias constituyen el cauce normal para conocer, discutir y votar los asuntos ordinarios que le competen a un órgano colegiado, sin que sea óbice, por excepción, de que también en este tipo de sesión se conozcan asuntos de naturaleza extraordinaria o especial. La tercera, las sesiones extraordinarias se realizan excepcionalmente, por lo que no se adecua al ordenamiento jurídico que éstas tengan el carácter de permanente o de regularidad. La cuarta, las sesiones extraordinarias están diseñadas para conocer de asuntos especiales o urgentes, los cuales, dadas sus implicaciones para el interés público, requieren de su atención inmediata, no pudiendo por ello el colegio esperarse a que acontezca la sesión ordinaria. La quinta, en una sesión extraordinaria, excepcionalmente, podría conocerse de un asunto ordinario, siempre y cuando las circunstancias así lo exijan (…)"


Por otra parte, a la especificidad de las sesiones extraordinarias que en buena forma extiende la Procuraduría General de la República mediante su dictamen C-247-2001, examinado anteriormente, debemos agregar que existen una serie de formalidades de cumplimiento indispensable que se deben obedecer para las convocatoria a una sesión extraordinaria, requisitos que para el caso del Consejo Directivo del CUC, quedan plasmadas en el artículo 2 del Reglamento de Sesiones de dicho órgano, que dispone:

“Artículo 2. — Sesiones extraordinarias. El Consejo celebrará las sesiones extraordinarias que estimare convenientes y en las cuales solamente se conocerá de los asuntos indicados en la convocatoria, conforme el documento en que cita a la misma. Se deberá convocar a todos los miembros y al Decano, así como a aquellos funcionarios que fuere necesario su presencia, previo acuerdo. Tanto esa solicitud, como el acuerdo y la convocatoria, deben señalar uno a uno y en forma correcta los asuntos a tratar. La citación deberá hacerse, por lo menos, con veinticuatro horas naturales de anticipación a la hora señalada. Por medio del encargado que designare el Decano, se notificará a los miembros del Consejo en la casa de habitación de ellos o personalmente a los mismos. En todo caso deberá dejarse constancia escrita de la notificación, su fecha y hora de recibo por el funcionario que la practicare, y la firma del convocado o de quien recibe en su casa de habitación la notificación, o razón del funcionario encargado de notificar en caso de que no firmaran aquellos. Al iniciarse la sesión, el Consejo examinará previamente si han observado las prescripciones anteriores haciéndolo constar en el primer acuerdo de la misma.”


De la transcripción del artículo 2 del reiteradamente citado Reglamento de Sesiones del Consejo Directivo del CUC, tratándose de las sesiones extraordinarias, queda evidenciado que en éstas solo se conocerán los indicados en la convocatoria y se invitará a participar en ellas a todos los miembros directivos, haciendo alusión a los directivos que en ese momento ejercen sus funciones como miembros del Consejo. Continuando, además se indica que la citación o invitación que para tales efectos se realice, deberá hacerse por lo menos con veinticuatro horas naturales de anticipación a la hora señalada, en virtud del procedimiento existente para cualquier modificación que se debe realizar en la convocatoria o en el orden del día preestablecido para la celebración de la sesión extraordinaria.


Así las cosas, no existe razón jurídica que fundamente la participación, dentro de una sesión extraordinaria del CUC, de un individuo sin que éste allá sido debidamente convocado según el procedimiento establecido para tal efecto.

III. Conclusiones.
1. El artículo 3 de la Ley sobre el Pago de Dietas a los Directivos de las Instituciones Autónomas, Ley No. 3065, establece una prohibición de alcance general para que  las juntas directivas de las instituciones autónomas celebren más de ocho sesiones remuneradas dentro del mismo mes.
2. Resulta legalmente improcedente realizar el pago de dietas, al señor Rodolfo Calderón Acuña, por su asistencia a las sesiones extraordinarias celebradas por el Consejo Directivo del CUC el 20 de setiembre de 2006, toda vez que dicho Consejo Directivo ya habría celebrado más de ocho sesiones remuneradas en el mes de setiembre, abonado a que el señor Calderón Acuña no fue convocado de acuerdo al trámite que corresponde para asistir a dichas sesiones, lo que también lo imposibilitaba para participar en las mismas y por ende a recibir el pago de dietas con motivo de su participación.
Suscriben atentamente,

               Lic. Allan Ugalde Rojas
                                           Alfredo Aguilar Arguedas                                                       

                 Gerente Asociado         

                                 Fiscalizador Asistente
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